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INTRODUCCIÓN 

El objeto del presente trabajo es presentar la realidad de la institución de la 

Pareja de Hecho frente a la situación de fallecimiento de uno de los convivientes. A lo 

largo de este trabajo iremos analizando los puntos esenciales a tener en cuenta 

cuando se produzca la muerte de uno de los miembros de la pareja, tomando en 

consideración la legislación actual de ésta institución en nuestro país, analizando 

textos legislativos, jurisprudenciales y doctrinales, todo ello desde un punto de vista 

eminentemente práctico. 

En primer lugar, debemos tener en cuenta que el panorama legislativo de la 

Pareja de Hecho en nuestro país se caracteriza por una gran fragmentación e 

incertidumbre. En España no existe una regulación de la pareja de hecho en el ámbito 

estatal, por lo que debemos acudir a las diferentes leyes autonómicas para conocer 

cuál es la situación legal concreta en cuanto a sus aspectos más básicos, su forma de 

constitución, sus efectos con relación a los miembros y a terceros, los derechos y 

obligaciones que de ésta se derivan. Tal situación legislativa crea desconocimiento e 

incertidumbre para los ciudadanos, lo que se traduce inevitablemente en problemas 

prácticos en la convivencia que el abogado, en el ejercicio de su trabajo, debe tratar de 

solucionar en la medida de lo posible, teniendo en cuenta nuestra fragmentada 

legislación y la situación concreta de la pareja. Cierto es que los problemas legales 

que pueden plantearse en una pareja de hecho son muchos y de muy diversa índole, 

no obstante, uno de los asuntos que mayores problemas plantea es la situación en la 

que se encuentra el conviviente supérstite cuando su pareja fallece. Como veremos a 

lo largo del trabajo el fallecimiento nos abre un abanico de cuestiones de gran 

importancia que deben ir tratándose punto por punto, como saber si cuenta con 

derechos hereditarios, qué sucede con la vivienda habitual de esa pareja o si tendrá 

derecho a percibir una pensión de viudedad, entre otras. 

Este trabajo trata de dar una visión general de la posición legal en la que se 

encuentra este conviviente supérstite, cuales son las posibles vías que encontramos 

para evitar en la medida de lo posible los problemas más habituales y finalmente, una 

vez analizado todo esto cuáles son las posibles soluciones que nos encontramos. 

 

Antes de comenzar con el objeto concreto del trabajo, es necesario hacer una 

breve presentación de la pareja de hecho, para conocerla un poco más a fondo y 

entender la importancia que tiene en la práctica el tema que vamos a desarrollar. 
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A pesar de que en nuestra sociedad los índices de nupcialidad siguen siendo 

elevados, no podemos obviar que el fenómeno de la convivencia análoga al 

matrimonio es una realidad que está cada vez más en auge, se extiende cada día más 

y ha evolucionado mucho desde sus orígenes en los años 801. 

Si acudimos al Instituto Nacional de Estadística2 podemos observar que en 

nuestro país existen 11,4 millones de parejas en total3, de estas 9.799.100 son 

matrimonios, mientras 1.602.900 son parejas de hecho, si bien como vemos, los 

matrimonios abundan notablemente, también podemos observar, haciendo una 

comparativa entre los índices de nupcialidad y parejas de hecho del año 2014 con 

respecto al 2013 que, mientras el número de parejas casadas disminuyó un 0,9%, el 

de parejas de hecho ha aumentado en un 2,3%. Si nos desplazamos un poco más 

atrás en el tiempo y comparamos los datos sobre parejas de hecho en el año 2011 con 

lo del 2013 podemos observar que éstos han experimentado un crecimiento del 

51,51% en tan solo dos años, lo que nos permite vislumbrar la creciente importancia 

de esta institución en nuestra sociedad.4 

Hoy día son muy variadas las razones individuales por las cuales las parejas 

optan por no someterse al régimen propio del matrimonio y establecerse como pareja 

de hecho.5 Ya sea por razones de índole personal de aquellas personas que aún no 

quieren casarse, aunque no descartan hacerlo en el futuro; quienes por razones 

ideológicas rechazan la institución del matrimonio; ya sea por razones de tipo material, 

de aquellas personas a quienes el derecho no permite el acceso al matrimonio, la 

pareja de hecho es alternativa válida por la que cada vez más parejas optan. 

Un paso ineludible antes de adentrarnos en la regulación de la institución es 

delimitar su concepto. Si bien no encontramos una definición única de la pareja de 

hecho, ya que cada legislación establece una propia, si que nos es posible extraer de 

                                                           
1
 En sus inicios surgió como institución con la cual dar respuesta a las reivindicaciones de los 

movimientos homosexuales, que excluidos de la posibilidad de contraer matrimonio solicitaban 
la protección y reconocimiento de sus uniones. 
2
 Los datos publicados actualmente por el Instituto Nacional de Estadística, no están 

actualizados, ya que los mas recientes fechas del año 2014. 
3
 Parejas tanto de hecho como de derecho. 

4
 DE AMUNÁTEGUI RODRÍGUEZ C., “Uniones de hecho; una nueva visión después de la 

publicación de las leyes sobre parejas estables” TIRANT MONOGRAFÍAS. Págs.45 a 51 “En la 
actualidad la relación de pareja se ha convertido en un fenómeno social creciente que discurre 
paralelamente a una disminución en el número de matrimonios que se contraen. La vida de 
pareja es una opción por la que se deciden cada vez un mayor número de personas, mientras 
las tasas de nupcialidad descienden en todos los países de la Unión Europea.  
5
 SANCHEZ MARTINEZ. O, “Constitución y parejas de hecho. El matrimonio y la pluralidad de 

estructuras familiares”, Revista española de Derecho Constitucional, 2000, p.45-69. 
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todas ellas ciertos elementos comunes que pueden sernos de ayuda para encontrar un 

concepto más o menos uniforme de la Pareja de Hecho.  

Si observamos las diferentes regulaciones tanto estatales como internacionales 

de la pareja de hecho, veremos que los legisladores parecen haber adoptado una idea 

más o menos común de la pareja de hecho, configurándola como aquella formada por 

dos personas, ya sean de igual o distinto sexo, y no afectadas por impedimentos. Que 

de manera libre y voluntaria deciden convivir de manera estable y mantener una 

relación basada en la afectividad. Asimismo en algunos casos deberán cumplir una 

serie de requisitos y formalidades.6 

Ésta institución se nos presenta como una forma de convivencia estable y vía 

para regularizar una relación afectiva de forma alternativa al matrimonio. Teniendo en 

cuenta esto, si nos paramos a observar la amplia regulación que nuestro derecho 

dedica al matrimonio podemos hacernos una idea de la cantidad de problemas 

jurídicos prácticos que se pueden plantear a lo largo de la vida de una pareja, pues 

bien, tengamos en cuenta, partiendo de esa base, que en el caso de las uniones de 

hecho no contamos con la regulación básica de una ley única a nivel estatal para 

enfrentarnos a todos esos problemas. 

Como decíamos anteriormente los conflictos con los que se encuentra la pareja 

de hecho pueden ser muchos y muy variados, si bien, nosotros vamos a centrarnos de 

aquí en adelante únicamente en la situación en que se encuentra el conviviente 

supérstite ante el fallecimiento de su pareja, partiendo de las diferentes regulaciones 

autonómicas veremos de qué derechos goza y con qué panorama podemos 

encontrarnos. 

 

LA PAREJA DE HECHO, DERECHO SUCESORIO 

Un asunto que tiene una importancia considerable en la práctica es el derecho 

sucesorio o hereditario, esto es, que va a suceder con nuestros bienes y nuestro 

patrimonio cuando fallezcamos. En el ámbito de la pareja esto cobra gran importancia, 

sobre todo en el caso de las parejas  de hecho ya que en función de la regulación 

autonómica y en la medida en que seamos más o menos previsores la situación puede 

ser muy diferente. 

En primer lugar, para comenzar a plantear este tema debemos resaltar que 

nuestro Código civil regula el derecho sucesorio del cónyuge supérstite. No obstante, 

                                                           
6
 CUERVO. E, ALFAGEME. S, ¿Me caso o convivo? De Vecchi, Barcelona, 2007. P.15-18 
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como veíamos al principio de este trabajo, una característica peculiar de nuestro 

derecho civil es que no existe una única legislación aplicable en todo el Estado y esto 

es especialmente apreciable en materia de derechos sucesorios, ya que a parte del 

derecho civil común debemos tener en cuenta la legislación foral que se desarrolla en 

algunas de nuestras Comunidades Autónomas con competencia en la materia.  

Sin embargo, en el caso de las uniones de hecho, al no existir regulación a 

nivel estatal, estaremos exclusivamente a lo previsto en las leyes autonómicas. Como 

veremos a lo largo de este apartado la gran diversidad legislativa en nuestro país hace 

que nos encontremos escenarios muy diversos en materia de sucesiones, en función 

de la comunidad autónoma en que nos encontremos, de si tiene o no derecho foral y la 

medida en que, en función de este, regula con mayor o menor detalle el tema que nos 

ocupa. 

Partamos de la base de que nuestro derecho establece cuales son los 

derechos hereditarios del cónyuge supérstite.7  

Para tratar este tema lo mejor es comenzar  diferenciando aquellos supuestos 

en que existe testamento y aquellos en que no. 

Debemos tener en cuenta que las posibilidades de testar no son absolutas, 

existen una serie de límites que debemos respetar. 

Dentro de estos límites, se encuentran aquellos relativos a las disposiciones 

que podemos incluir en el mismo, ya que para disponer de los bienes el testador está 

condicionado por una serie de limitaciones.  Existe, en primer lugar algunos parientes 

considerados herederos forzosos y debemos reservar parte de la herencia para ellos, 

salvo casos de desheredación. Dentro de estos parientes encontramos a los hijos y 

descendientes respectos de los padres y ascendientes, así mismo de faltar los 

anteriores encontramos a los padres y ascendientes respecto de sus hijos y 

descendientes. El cónyuge viudo será heredero forzoso si no estuviera separado8 en 

el momento del fallecimiento. 

A estos herederos forzosos les corresponde la llamada legítima9. 

                                                           
7
 Encuentro interesante comenzar con esta explicación ya que el matrimonio es la figura 

alternativa a la pareja de hecho en cuanto a los modelos de familia, partimos así de una base 
comparativa. 
88

 Separación bien judicial bien de hecho. 
9
 La legítima es el mínimo que debe dejarse a estas personas, no obstante se les podrá dejar 

porcentaje superior si se desea. 
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En cuanto a la legítima del cónyuge viudo, consiste en el usufructo de una 

parte de la herencia10. El usufructo del cónyuge viudo es el derecho que tendrá a usar 

y disfrutar de determinada parte de la herencia mientras viva. La parte de la herencia 

que podrá disfrutar el cónyuge va a variar en función del resto de herederos forzosos 

con los que concurra. En el caso de hijos y descendientes comunes será del tercio de 

mejora, en caso de no haber descendientes pero si ascendientes, de la mitad de la 

herencia y si no concurriesen descendientes ni ascendientes, de los dos tercios de la 

herencia. 

Cuando no exista testamento, se da un orden para suceder11. El cónyuge viudo 

no habiendo testamento, únicamente hereda si no existen ascendientes ni 

descendientes. No obstante, cuando no resulte heredero por la existencia de estos 

otros herederos forzosos conservará su derecho a la legítima, disfrutará de esa parte 

de usufructo, si bien esta variará en función de quienes sean esos otros parientes, tal 

como se explicó anteriormente.12 

Nada regula nuestro Código Civil acerca de la pareja de hecho, tal como 

veíamos al inicio del trabajo, en nuestro derecho no existe una regulación de la pareja 

de hecho a nivel estatal. No obstante debemos tener en cuenta que queda la 

posibilidad de que se realice un testamento y se disponga en él de unos bienes o 

derechos a favor de la pareja respetando los derechos de legítima que pudieran existir. 

Como vemos, una vez más, debemos acudir al derecho de cada CCAA para saber en 

qué situación nos encontramos. Como punto de partida debemos tener en cuenta que 

vamos a encontrarnos con 3 tipos básicos de CCAA: 

 Aquellas que carecen de regulación relativa a la pareja de hecho 

 Aquellas que cuentan con regulación pero que, al no tener competencias en 

derecho civil, nada regulan acerca de la materia de sucesiones 

 Aquellas que tienen derecho civil propio y regulan esta materia. 

Si bien no podemos detenernos a estudiar detenidamente cada regulación, 

trataré de dar una visión general de los tres tipos de CCAA y me detendré en aquellos 

casos de mayor interés.13 

                                                           
10

. Es posible asignarle un valor equivalente en forma de renta vitalicia, cantidad en metálico o 
asignándole la propiedad de determinados bienes. 
11

 Heredan los descendientes en primer lugar, a falta de ellos los ascendientes, en defecto de 
estos el cónyuge viudo y por último lugar si no existe ninguno de los anteriores los colaterales. 
12

 Se trata de los derechos establecidos con carácter general en el Código Civil, no obstante 
puede haber variaciones en aquellas CCAA con derecho foral propio. 
13

 CUERVO. E, ALFAGEME. S, ¿Me caso o convivo? De Vecchi, Barcelona, 2007. P.157-159. 
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En primer lugar, como ejemplo de aquellas comunidades autónomas que, si 

bien, tienen normativa sobre la pareja de hecho, es una regulación superficial y que 

apenas entra a regular aspectos importantes, tenemos el caso de Asturias. La ley de 

nuestra comunidad autónoma cuenta con una ley relativa a las parejas de hecho, no 

obstante apenas regula sus aspectos más relevantes. También otras comunidades 

como Andalucía14, Canarias o Madrid cuentan con regulación de este tipo. No se 

recogen en sus leyes derechos sucesorios para la pareja de hecho, esto es debido a 

que las competencias de estas comunidades autónomas no abarcan el derecho civil, 

por lo tanto no pueden establecer derechos sucesorios, en estas comunidades se 

aplica lo establecido en el Código Civil. Tal como comentamos anteriormente no existe 

en esta norma ningún derecho sucesorio para las parejas de hecho por lo que 

únicamente mediante el testamento podrá otorgársele algún derecho al conviviente15. 

Esto mismo sucede con aquellas comunidades que no cuentan con regulación para la 

pareja de hecho.16 

El último de los supuestos es el relativo a aquellas Comunidades Autónomas 

que sí regulan los derechos hereditarios de la pareja de hecho, si bien aquí podemos 

distinguir dos niveles de regulación. 

Por un lado encontramos Comunidades Autónomas17 que cuentan con ley de 

parejas de hecho y que equiparan ésta a los matrimonios en materia de sucesiones, 

éste es el caso de Galicia, Cataluña, País Vasco,  Navarra y Valencia. Estas 

Comunidades tienen en común que cuentan con derecho foral propio por lo que el 

derecho sucesorio no es el mismo que el del Código Civil. Realizan una equiparación 

entre la Pareja de Hecho y  el matrimonio, esto es posible por la existencia de derecho 

foral propio.  

1. Valencia18 

La ley de parejas de hecho de la Comunidad Valenciana, establece en su 

artículo 14 que, si durante la unión de hecho formalizada tuviere lugar la muerte o la 

declaración de fallecimiento de alguna de las personas convivientes, quien sobreviva 

ocupará en la sucesión la misma posición que corresponde legalmente al cónyuge 

                                                           
14

 Andalucía presenta una excepción ya que incluye el derecho al uso de la vivienda habitual 
durante el plazo de un año. 
15

 Respetando, como veíamos, los derechos de los herederos forzosos. 
16

 La Rioja, Murcia, Castilla-La Mancha, entre otras. 
17

 Algunas de ellas, como veremos, se han enfrentado a problemas de inconstitucionalidad. 
18

 Ley 5/2012, de 15 de octubre, de Uniones de Hecho Formalizadas de la Comunitat 
Valenciana. 



 

10 
 

supérstite19. Por lo que vemos, ésta ley se limita a remitirse a la regulación específica 

del matrimonio para regular la pareja de hecho, pues bien, esta disposición ha sido 

suspensida cautelarmente por el Tribunal Constitucional desde el 10 de septiembre de 

201320, estando pendiente la resolución de este recurso de inconstitucionalidad. 

Otro aspecto importante a tener en cuenta de esta ley autonómica es el relativo 

al ajuar doméstico y uso de la vivienda21. En el artículo 12 de la ley se dota al 

conviviente del derecho a que le sean adjudicados los bienes que integren el ajuar 

domestico de la vivienda habitual de la pareja, sin que se computen en su haber 

hereditario, así mismo, no se incluirán objetos de extraordinario valor. Además se 

establece el derecho al uso de la vivienda habitual durante un año desde el 

fallecimiento. Este aspecto es altamente interesante en atención a la intención que, 

como veíamos anteriormente, la ley valenciana tenia de equiparar pareja de hecho y 

matrimonio. Debemos tener en cuenta que este derecho al ajuar doméstico es propio 

del matrimonio y viene dado ya no por el derecho hereditario, sino por el propio 

régimen matrimonial primario propio de todo matrimonio. 

 

 

2. Galicia22 

La Ley Gallega, muy discretamente, establece en su Disposición Adicional 

tercera, que en materia de sucesiones se equipararán la pareja de hecho al 

matrimonio. Esta Disposición establece que se equiparan al matrimonio las relaciones 

maritales mantenidas con intención o vocación de permanencia, con lo cual se 

extienden, por tanto, a los miembros de la pareja los derechos y obligaciones que esta 

ley reconoce a los cónyuges. Tendrá la consideración de relación marital análoga al 

matrimonio la formada por dos personas que lleven conviviendo al menos un año, 

pudiéndose acreditar tal circunstancia por medio de la inscripción en el registro, 

manifestación expresa mediante acta de notoriedad o cualquier otro medio admisible 

                                                           
19

 Artículo 14. Derechos de la persona conviviente supérstite en la sucesión de la persona 
premuerta. 
20

 Se produce la suspensión de la vigencia y aplicación de este artículo desde el 18 de julio de 
2013, para las partes en el proceso, y desde el 14 de septiembre de 2013, para los terceros, 
por providencia del Tribunal Constitucional de 10 de septiembre de 2013 que admite a trámite 
el recurso de inconstitucionalidad nº 4522-2013. y que se mantiene la suspensión por Auto del 
Tribunal Constitucional de 3 de diciembre de 2013. 
21

  Artículo 12. Ajuar doméstico y uso de la vivienda. 1. Al fallecimiento de un o una conviviente 
se adjudicarán a la persona sobreviviente los bienes que constituyen el ajuar doméstico de la 
vivienda habitual de la unión de hecho formalizada, no computándose en su haber hereditario. 
No se incluyen los objetos de extraordinario valor, en relación con el caudal relicto de la 
persona causante y con el nivel de vida de la pareja. 2. Quien sobreviva tendrá derecho al uso 
de la vivienda habitual de la unión durante un año a contar desde el fallecimiento de su pareja. 
En caso de arrendamiento, se aplicará la legislación en materia de arrendamientos urbanos. 
22

 LEY 2/2006, de 14 de junio, de derecho civil de Galicia. 
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en derecho. En caso de tener hijos en común será suficiente con acreditar la 

convivencia. Como vemos una vez más hace una remisión a lo establecido para el 

matrimonio, si bien se nos exigen una serie de requisitos. 

 

3. Navarra23 

En la Comunidad Autónoma de Navarra se dispuso a modificar diferentes 

Leyes24 de su Compilación de Derecho Civil Foral25. Mediante la Ley 6/200026 se 

introducen, en su artículo 11, varias modificaciones relativas al derecho sucesorio de 

las parejas de hecho. En primer lugar se equipara la unión de hecho al matrimonio27, 

se le coloca en el mismo puesto que al cónyuge en el orden de prelación para 

suceder28 y se les excluye de la posibilidad de ser contadores-partidores de la 

herencia, al igual que el cónyuge29. 

Esta ley autonómica, también se ha encontrado con problemas de 

inconstitucionalidad. Se planteó un recurso de inconstitucionalidad contra la misma30. 

Este recurso se fundamentó en los siguientes motivos: a) La citada norma legal ha 

sido dictada en relación con una materia perteneciente al marco de las competencias 

que corresponden al Estado; concretamente, las referidas a la regulación de «las 

relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de matrimonio»31. b) La Ley 6/2000 

incurre en el vicio formal de no indicar que se trata de una ley foral de mayoría 

absoluta. c) La Ley compromete los derechos al libre desarrollo de la personalidad, a 

la intimidad personal y familiar y a no casarse32, en la medida en que impone 

determinados efectos jurídicos a personas que no han expresado su deseo de 

casarse. d) Por último, argumentan que los distintos preceptos en los que se articula la 

                                                           
23

 LEY FORAL 6/2000, de 3 de julio, para la igualdad jurídica de las parejas estables. Esta ley 
ha sido declarada parcialmente inconstitucional por Sentencia 93/2013, de 23 de abril de 2013.  
24

 En la ley Navarra se denomina “Ley” a su articulado. 
25

 Ley Foral 5/1987, de 1 de abril, por la que se modifica la Compilación de Derecho Civil Foral 
o Fuero Nuevo de Navarra. 
26

 Artículo 11. Régimen sucesorio. Se introducen las siguientes modificaciones en la 
Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra o Fuero Nuevo: 1. Se añade un segundo 
párrafo a la Ley 253 con la siguiente redacción: «Se considera equiparada a estos efectos a la 
situación del cónyuge viudo el miembro sobreviviente en caso de fallecimiento del otro miembro 
de una pareja estable reconocida por la Ley.» 2. Se modifica el apartado 5 de la Ley 304 que 
queda redactado como sigue: «5. El cónyuge o pareja estable no excluido del usufructo de 
fidelidad conforme a la Ley 254.» 3. Se modifica la Ley 341 que queda redactada como sigue: 
«No pueden ser contadores partidores el heredero, el legatario de parte alícuota, el cónyuge 
viudo o el miembro sobreviviente de pareja estable por Ley.» 
27

 Ley 253, párrafo primero, concepto. 
28

 Ley 304 apartado 5. 
29

 Ley 341 
30

 Recurso de inconstitucionalidad núm. 5297-2000, promovido por ochenta y tres Diputados 
pertenecientes al Grupo Parlamentario Popular del Congreso de los Diputados contra la Ley 
Foral 6/2000, de 3 de julio, para la igualdad jurídica de las parejas estables. 
31

 Art. 149.1.8 CE 
32

 Arts. 10.1, 18.1 y 32.1 CE 



 

12 
 

Ley Foral incurren en motivos de inconstitucionalidad; que en algunos casos son un 

mero reflejo de las alegaciones ya realizadas y en otros supuestos resultan de  

consideraciones suplementarias. Así, entre otros aspectos, estiman que el art. 2.3, que 

establece una norma conflictual, invade la competencia exclusiva del Estado central 

referida a las «normas para resolver los conflictos de leyes33; que el art. 8, en la 

medida en que permite la adopción a las parejas estables homosexuales, sería 

inconstitucional por vulnerar el art. 39.2 CE; o que los arts. 12 y 13, referidos a los 

efectos fiscales o a la materia «función pública», deben ser declarados 

inconstitucionales por incluirse en una ley foral de mayoría absoluta. 

Finalmente el Tribunal Constitucional únicamente declara constitucional parte 

del artículo 2.3 de dicha ley, “en tanto invade competencias que no le son propias, dice 

el tribunal que es a las Cortes Generales a quien corresponde el establecimiento de 

las normas de conflicto para la resolución de supuestos de tráfico interregional y, antes 

aún, la definición y regulación, en general, de los puntos de conexión conforme a los 

cuales han de articularse aquellas reglas. Debe, por consiguiente, el Estado regular el 

modo de adquisición y régimen jurídico de la vecindad civil y disponer, también, cuál 

sea la ley aplicable a las relaciones y actos jurídicos en que intervengan sujetos con 

vecindad civil diversa. Es del todo claro, por ello, que las normas estatales de Derecho 

civil interregional delimitarán el ámbito de aplicación personal de los varios 

ordenamientos civiles que coexisten en España, delimitación para la cual no ofrece la 

Constitución, ciertamente, pauta o criterio positivo alguno. (…) La adopción de normas 

unilaterales o de extensión delimitadoras de los respectivos ámbitos de aplicación 

espacial y personal de la norma en tanto que técnica de solución de conflictos de 

leyes, es, por tanto, una tarea que, en principio, resulta vedada a la actuación del 

legislador autonómico. (…) Es al legislador foral a quien corresponde determinar el 

ámbito de aplicación de las normas que aprueba si bien tal labor no puede ser 

realizada al margen del principio de territorialidad que limita las normas autonómicas. 

Es patente que el art. 2.3 de la Ley Foral 6/2000 se aparta de esta doctrina, pues, al 

establecer su aplicación al supuesto en que uno de los dos miembros de la pareja 

estable tenga vecindad civil navarra, determina el ámbito personal de aplicación de 

una norma integrada en el ordenamiento navarro y dispone unilateralmente, por tanto, 

la eventual aplicación de la normativa de la Comunidad Foral al miembro de la pareja 

que no tenga la vecindad civil antes citada.” 

 

                                                           
33

 Art. 149.1.8 CE 
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4. Cataluña.34 

Si bien la regulación que presenta a día de hoy Cataluña sigue la tendencia de 

igualar al miembro supérstite de la pareja de hecho con el cónyuge viudo en cuanto a 

los derechos sucesorios, no obstante esta regulación es reciente en el tiempo. 

Dentro de las comunidades que presentan este tipo de regulación, Cataluña es 

una de las más singulares. Aunque ha habido recientemente un cambio legislativo al 

respecto de esta materia, quiero detenerme en primer lugar en la regulación que nos 

encontrábamos hasta hace poco35. Si acudíamos a la ley Autonómica veíamos que 

esta se encontraba divida diferenciando entre parejas heterosexuales y homosexuales, 

teniendo las segundas más derechos reconocidos que las primeras36.  

En el caso de las parejas heterosexuales37, se le otorgaba al conviviente 

supérstite el derecho a la propiedad del ajuar domestico de la vivienda común sin 

computarlos en su haber hereditario, exceptuando bienes de extraordinario valor, así 

mismo se le otorgaba el derecho al uso de la vivienda habitual común durante el año 

siguiente a la muerte de su pareja con la facultad de tomar posesión de la misma y 

además a ser alimentado con cargo al patrimonio del premuerto. Este derecho es 

independiente de los otros que puedan corresponder al superviviente en virtud de la 

defunción del premuerto. Se exceptuaba el caso de que el premuerto haya atribuido al 

superviviente el usufructo universal de la herencia con una duración temporal superior 

a un año.38 

                                                           
34

 Ley 25/2010, de 29 de julio, del libro segundo del Código civil de Cataluña, relativo a la 
persona y la familia. 
35

 LEY 10/1998, de 15 de julio, de uniones estables de pareja. 
36

 Debemos tener en cuenta que en su momento las parejas homosexuales no tenían acceso al 
matrimonio y por esta razón la ley catalana hace una distinción otorgándoles mayores 
derechos, si bien hoy día esto carece de sentido habida cuenta de que las parejas 
homosexuales pueden contraer matrimonio en iguales condiciones. 
37

  Artículo 18. Extinción por defunción. 
38

 Artículo 18. Extinción por defunción. 1. En caso de defunción de uno de los miembros de la 
pareja cuya convivencia consta, el superviviente tiene la propiedad de 
 las prendas, del mobiliario y de los utensilios que constituyen el ajuar de la vivienda común, sin 
computarlos, si procede, en su haber hereditario. Sin embargo, no accede a la propiedad de los 
bienes que consistan en joyas u objetos artísticos, u otros que tengan un valor extraordinario 
considerando el nivel de vida de la pareja y el patrimonio relicto, en especial los muebles de 
procedencia familiar, de propiedad del conviviente premuerto o en la parte que le pertenezca. 
2. Durante el año siguiente a la muerte de uno de los convivientes, el supérstite tiene derecho a 
residir en la vivienda común, con la facultad de tomar posesión de la misma y a ser alimentado 
con cargo al patrimonio del premuerto, de acuerdo con el nivel de vida de la pareja y con la 
importancia de su patrimonio. Este derecho es independiente de los otros que puedan 
corresponder al superviviente en virtud de la defunción del premuerto. Se exceptúa el caso de 
que el premuerto haya atribuido al superviviente el usufructo universal de la herencia con una 
duración temporal superior a un año. Este derecho se pierde si durante el año el interesado 
contrae matrimonio o pasa a convivir maritalmente con otra persona o descuida gravemente 
sus deberes hacia los hijos o las hijas comunes con el premuerto. 



 

14 
 

 

En el caso de parejas homosexuales39, estas contaban con derechos más 

extensos en este sentido. A este respecto la ley distinguía entre sucesión testada e 

intestada. En caso de sucesión intestada40 establecía que, en caso de fallecimiento de 

uno de los convivientes el superviviente tendrá derecho a ejercer una acción personal 

para exigir a los herederos del premuerto bienes hereditarios o su equivalencia en 

dinero, a elección de los herederos, hasta la cuarta parte del valor de la herencia. Así 

mismo podrá reclamar la parte proporcional de los frutos y las rentas de la herencia 

percibidos desde el día de la muerte del conviviente o de su valor en dinero. 

Si no hay descendientes ni ascendientes del premuerto, en concurrencia con 

colaterales de éste, dentro del segundo grado de consanguinidad o adopción, o de 

hijos o hijas de éstos, si han premuerto, tiene derecho a la mitad de la herencia. A falta 

de estos tendrá derecho a la totalidad de la herencia. 

En el caso de sucesión testada, conservará los derechos explicados 

anteriormente. 

Pues bien, esta regulación, ha sufrido recientemente cambios, y actualmente la 

materia relativa a las uniones de hecho se encuentra regulada en la  Ley 25/2010. En 

esta Ley en los artículos 234-1 a 234-14 se regula todo lo relativo a la pareja de hecho. 

El artículo 234-14 es el relativo a los efectos de la extinción de la pareja cuando esta 

se produce por la muerte de uno de los miembros de la pareja. En este artículo una 

vez más encontramos que se iguala al matrimonio. Este artículo se limita a remitir esta 

cuestión a lo establecido en los artículos 231-30 y 231-31. En el primero de ellos es el 

relativo a los derechos del cónyuge al ajuar y la vivienda y el segundo es relativo al 

derecho al uso de la vivienda y a percibir alimentos a cargo del patrimonio hereditario 

del fallecido durante el año siguiente al fallecimiento, si bien se exceptúa en el caso de 

ser usufructuario universal.  

La nueva regulación en Cataluña, ya no se encuentra dividida en función de si 

se trata de una pareja de igual o distinto sexo cosa que como decíamos anteriormente 

carecía de sentido. Por otra parte vemos que el superviviente de la pareja tendrá 

derecho tanto al ajuar como al uso de la vivienda y a alimentos durante el año 

posterior a la muerte. 

 

 

 

                                                           
39

 Artículo 34. Sucesión intestada. 
40

 Artículo 34. Sucesión intestada. 
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5. País Vasco41 

Una de las más recientes modificaciones legislativas en esta materia es la 

sufrida en la Ley Vasca, el pasado viernes 24 de julio de 2015, se aprobó la Ley 

5/2015 de Derecho Civil Vasco, esto nos ha supuesto una gran modificación en cuanto 

a los derechos sucesorios de la pareja de hecho. 

Esta Comunidad Autónoma también ha optado por igualar en este aspecto la 

pareja de hecho y el matrimonio. En el artículo 47 de esta ley encontramos al miembro 

supérstite como sujeto legitimario. 

Más adelante, en el artículo 52 y siguientes, encontramos todo un articulado 

dedicado a regular los aspectos relativos a los derechos sucesorios del cónyuge viudo 

y pareja de hecho por igual. De este modo, tendrá derecho, al usufructo de la mitad de 

todos los bienes del causante si concurre con descendientes, o de dos tercios si no 

concurrieren.42 

Este usufructo podrá ser satisfecho por los herederos mediante renta vitalicia, 

frutos de determinados bienes o capital en efectivo.43 

Tendrá, además, derecho de habitación en la vivienda de la pareja.44 

Estos derechos no serán tales, salvo disposición contraria del causante, 

cuando el miembro superviviente de la pareja de hecho se encuentre ligado por una 

relación afectivo-sexual con otra persona.45 

El causante podrá disponer a favor de su pareja del usufructo universal de sus 

bienes, este legado, salvo que el causante disponga otra cosa, será incompatible con 

                                                           
41

 Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco. 
42

 Articulo 52 

43
 Artículo 53. Conmutación del usufructo viudal o del miembro superviviente de la pareja de 

hecho. 1. Los herederos podrán satisfacer al cónyuge viudo o al miembro superviviente de la 
pareja de hecho su parte de usufructo, asignándole una renta vitalicia, los productos de 
determinados bienes, o un capital en efectivo, procediendo de mutuo acuerdo y, en su defecto, 
por virtud de mandato judicial. 2. Mientras esto no se realice, estarán afectos todos los bienes 
de la herencia al pago de la parte de usufructo que corresponda al cónyuge viudo o miembro 
superviviente de la pareja de hecho. 3. Si el usufructo del cónyuge viudo o miembro 
superviviente de la pareja de hecho recae sobre dinero o fondos de inversión, sean éstos 
acumulativos o no, se rige, en primer lugar, por las disposiciones del causante y por los 
acuerdos entre el usufructuario y los nudos propietarios. En segundo lugar, en defecto de 
dichos acuerdos, el usufructuario de dinero tiene derecho a los intereses y demás rendimientos 
que produce el capital, y el usufructuario de participaciones en fondos de inversión tiene 
derecho a las eventuales plusvalías producidas desde la fecha de constitución hasta la 
extinción del usufructo. Los rendimientos y plusvalías eventuales se regularán por las reglas de 
los frutos civiles. 
44

 Articulo 54. Esto será así mientras se mantenga en estado de viudedad, no haga vida marital 
ni tenga un hijo no matrimonial o no constituya una nueva pareja de hecho. 
45

 Articulo 55. 
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el de la parte de libre disposición, si el causante lo estipulase como alternativo, será el 

propio miembro de la pareja quien elija.46 

El artículo 114 se refiere a la sucesión intestada, en este sentido establece que 

en caso de que no existan descendientes, la pareja supérstite sucederá con 

preferencia a ascendientes y colaterales.47 

 

 

Por otro lado existen Comunidades Autónomas que cuentan con ley de parejas 

de hecho en los que se incluyen algunos derechos sucesorios pero diferentes a los del 

matrimonio, este es el caso de Comunidades como Aragón. Encontramos en estas 

regulaciones derechos para el miembro de la pareja de hecho que sobrevive aunque 

distintos a los regulados para el cónyuge supérstite. Una vez más esta regulación es 

posible gracias a la existencia de derecho foral propio. 

Aragón48  

En la Comunidad Autónoma de Aragón, se ha regulado esta materia, otorgando 

una serie de derechos sucesorios a esta institución si bien distintos a los del 

matrimonio. La Ley Aragonesa, dedica únicamente un artículo a este respecto, en el 

establece que  la pareja supérstite tendrá derecho de habitación en la vivienda habitual 

de la pareja durante el año posterior al fallecimiento, así mismo, tendrá derecho al 

ajuar doméstico. 

 

En resumen: como hemos visto, el derecho sucesorio en la pareja de hecho 

cuenta con una regulación escasa y fraccionada, que muestra grandes diferencias en 

función de la CCAA en la que nos encontremos, y es así no solo en la materia que nos 

ocupa en este trabajo, sino en todo lo relativo a la pareja de hecho. Al no contar con 

una ley común a nivel estatal que regule todos los aspectos relativos a la unión de 

hecho, el desconocimiento y la incertidumbre acerca de esta institución son 

indudables.  

 

 

                                                           
46

 Articulo 57. 
47

 En todo caso conservará sus derechos legitimarios de usufructo 
48

 Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba, 
con el título de «Código del Derecho Foral de Aragón», el Texto Refundido de las Leyes civiles 
aragonesas. 
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LA PROBLEMÁTICA CON RESPECTO A LA VIVIENDA HABITUAL 

 

En este apartado nos centraremos en qué sucede con la vivienda en que la 

pareja ha estado desarrollando su vida en común cuando uno de los dos fallece. Como 

veremos, esta cuestión tiene muchísima importancia, de ahí que ser previsores 

regulando todo lo relativo a su propiedad y su uso al inicio de la convivencia puede 

resultar esencial para evitar problemas llegado el caso del fallecimiento. 

 

Para empezar partamos de que existen dos posibilidades generales en cuanto 

a la vivienda, puede ser una vivienda en propiedad, bien de uno de los miembros de la 

pareja o de ambos, o bien puede tratarse de una vivienda en alquiler donde el titular 

puede ser uno o ambos. 

 Vamos a centrarnos en primer lugar en la vivienda en propiedad, hagamos una 

primera introducción acerca del régimen de propiedad de una vivienda respecto a la 

pareja de hecho.  

Cuando existe una convivencia estable y no un matrimonio es posible que los 

miembros de la pareja pongan de común acuerdo y establezcan todo lo relativo a los 

aspectos económicos de la relación y uno de los puntos importantes en este sentido 

es la decisión de comprar o no una vivienda de manera conjunta o si solo uno de ellos 

va a adquirirla. Se puede pactar también, en caso de que decidan comprarla 

conjuntamente, en qué proporción lo harán, como van a contribuir cada uno al pago de 

dicha vivienda y a sufragar los gastos comunes. Estos pactos económicos siempre 

que respeten ciertos límites serán válidos y deberemos atenernos a ellos en su caso49. 

De no existir pacto al respecto la vivienda pertenecerá a aquel que la haya comprado, 

si los dos miembros de la pareja la compran serán copropietarios en la proporción que 

se establezca o a partes iguales si nada se especifica. 

 

1.- Pues bien, centrémonos ahora en que sucede con la vivienda en 

propiedad en caso de que produzca el fallecimiento de uno de los dos. Lo primero es 

determinar a quién corresponde esa propiedad, si los dos son propietarios el miembro 

supérstite será el propietario de su mitad por derecho propio por lo que nos queda por 

determinar qué pasa con la mitad del fallecido y es en este punto en que una vez más 

debemos acudir a la ley autonómica correspondiente para ver qué es lo que regulan al 

respecto. Como se ha ido viendo a lo largo de todo el trabajo, en el ámbito nacional no 

                                                           
49

 La leyes autonómicas, generalmente, establecen la posibilidad de realizar este tipo de 
pactos, es aconsejable además que estos se realicen al menos por escrito si se realiza además 
en escritura pública nos proporcionará mayor seguridad. 
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tenemos regulación sobre el tema por lo que en aquellos lugares en que la ley 

autonómica no regule nada al respecto la única manera de establecer derechos sobre 

la vivienda a favor de la pareja es a través del testamento50. 

Únicamente algunas leyes autonómicas establecen derechos sobre la vivienda 

al miembro supérstite de la pareja. Encontramos el reconocimiento del derecho a 

utilizar la vivienda familiar durante un plazo mínimo de un año en comunidades 

autónomas como Aragón, Andalucía, País Vasco y Valencia. 

En el caso de Aragón51, Valencia52, Andalucía53 se establece el derecho a 

residir gratuitamente en la vivienda habitual durante el plazo de un año desde el 

fallecimiento. Similar lo que ocurre en Cataluña donde, si bien se equiparan pareja y 

matrimonio, se establece que en caso de no ser beneficiario del usufructo universal de 

la herencia tendrá derecho a utilizar la vivienda durante el año posterior al fallecimiento 

de su pareja. 

En el caso del País Vasco, aunque también recoge este derecho de habitación,  

la limitación temporal de este derecho únicamente se encuentra limitada por la 

condición de no contraer otra unión de hecho, hacer vida marital o tener un hijo con 

otra persona. “El cónyuge viudo o miembro superviviente de la pareja de hecho, 

además de su legítima, tendrá un derecho de habitación en la vivienda conyugal o de 

la pareja de hecho, mientras se mantenga en estado de viudedad, no haga vida marital 

ni tenga un hijo no matrimonial o no constituya una nueva pareja de hecho.” 54 

En Galicia, como veíamos en el apartado relativo a los derechos sucesorios, la 

pareja de hecho se equipara al matrimonio por lo que tendría derecho al usufructo 

vitalicio de parte de la herencia55 por lo que aquí nos encontramos con la situación 

típica en el caso de matrimonio en la que puede suceder que el supérstite continúe 

residiendo en la vivienda en virtud de ese usufructo vitalicio. 

 

Junto con este derecho al uso de la vivienda cabe hablar del derecho al ajuar 

doméstico, ya que están fuertemente ligados. El ajuar comprende el mobiliario y 

demás elementos utilizados para el desarrollo habitual y normal de una vida adecuada 

a la sociedad actual, es decir, los muebles usuales en cualquier casa, los utensilios de 

cocina , los elementos esenciales de todo comedor y sala de estar, los 

                                                           
50

 Debemos también tener presente el respeto a la legítima de los herederos forzosos, como 
comentamos en el apartado anterior. 
51

 Ley 6/1999, de 26 de marzo, relativa a parejas estables no casadas. Articulo 9. 
52

 Ley 5/2012, de 15 de octubre, de Uniones de Hecho Formalizadas de la Comunitat 
Valenciana .Articulo 12. 
53

 LEY 5/2002, de 16 de diciembre, de Parejas de Hecho. Articulo 13. 
54

 Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco. Articulo 54. 
55

 Esa parte, como ya vimos, va a ser mayor o menor en función de los herederos con los que 
concurra. 
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electrodomésticos, mobiliario de dormitorio, etc. Tal como ha establecido el Tribunal 

Superior de Justicia de Cataluña en una de sus sentencias «...el concepto de ajuar 

doméstico o familiar comprende el conjunto de bienes muebles, objetos, 

electrodomésticos, vestuario, utensilios y demás enseres existentes en la vivienda 

familiar de uso ordinario y necesarios para el normal desarrollo de la vida familiar; no 

se incluye en él los bienes de valor extraordinario susceptibles de tasación propia 

diferenciada, que habrían de incluirse como patrimonio sometido a tributación. (...) el 

concepto de ajuar doméstico fiscal es más amplio que la conceptuación que del mismo 

hace el Código Civil, puesto que incluye además de los muebles, enseres y ropas de 

uso común de la casa, los efectos personales y demás bienes muebles de uso 

particular del sujeto pasivo. Por tanto, mientras el párrafo primero del art. 1.321 del 

Código civil se refiere a "las ropas, el mobiliario y enseres que constituyan el ajuar de 

la vivienda habitual común de los esposos", el concepto fiscal de ajuar doméstico se 

extiende a tales ropas, mobiliario y enseres correspondientes a otras viviendas 

distintas de la habitual y también a los efectos personales relacionados con todas 

ellas». «El ajuar doméstico se contrae a bienes que además de su uso cotidiano 

suponen en la práctica totalidad de los casos un recuerdo de la vida pasada y, como 

es lógico, su valor estará relacionado con el nivel económico del causante, pero 

habrán de excluirse los bienes especialmente valiosos ("de extraordinario valor" dice la 

norma) aunque formen parte del ajuar y los bienes ajenos al ajuar, aunque puedan 

tener cierta relación con él (así, los vehículos)».56  

La mayoría de Comunidades Autónomas que hemos ido estudiando 

establecen, junto con el derecho al uso de la vivienda el derecho al ajuar doméstico y 

esto es llamativo en cuanto que este derecho al ajuar doméstico como consecuencia 

del fallecimiento es un derecho propio de la institución del matrimonio, si bien como 

hemos visto algunas de nuestras leyes autonómicas directamente se remiten a lo 

regulado para el matrimonio para regular la pareja de hecho o bien le otorgan algunos 

derechos similares a estos, cabe resaltar que este derecho al ajuar no es un derecho 

propiamente sucesorio, sino que se trata de un derecho propio del Régimen 

Económico Primario57. Estos bienes que conforman el ajuar domestico con 

independencia de su condición de privativos o gananciales, deben ser entregados 

                                                           
56 Sentencia TSJ Cataluña 1172/2012de 28 de noviembre. 
57

 Existe un «Derecho común matrimonial delimitador de un ámbito de poder y de 
responsabilidad de los cónyuges». Sin perjuicio de los distintos regímenes regulados por la ley 
y de los permitidos vía capitulaciones (régimen económico-matrimonial), se establece un 
conjunto de derechos, deberes y restricciones de carácter primordialmente imperativo para 
todo matrimonio y aplicable por el hecho de contraerlo. 
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siempre al cónyuge viudo sin imputación alguna a lo que reciba por título de herencia o 

legado. 

Destacable es el caso de Las Islas Baleares58 que, si bien, nada regula acerca 

de la vivienda en régimen de propiedad, establece el derecho al ajuar doméstico, 

estableciendo en su artículo 12 apartado A. que el superviviente tendrá derecho a la 

propiedad de la ropa, el mobiliario y los enseres que constituyen el ajuar de la vivienda 

común, sin que se computen en el haber hereditario. Se entienden excluidos los 

objetos artísticos o históricos, los bienes de procedencia familiar y los de valor 

extraordinario atendiendo al nivel de vida de la pareja. 

2.- Vamos a detenernos ahora a estudiar qué es lo que sucede cuando se trata 

de una vivienda en régimen de arrendamiento. Hay que tener en cuenta que en el 

contrato de arrendamiento pueden aparecer los dos miembros de la pareja o solo uno 

de ellos y será arrendatario, en principio, quien figure como tal en el contrato. La Ley 

de Arrendamientos Urbanos, es una de las leyes estatales que extiende la regulación 

prevista para los matrimonios también a las parejas de hecho, esta extensión se centra 

sobre todo es el supuesto de ruptura y de fallecimiento. 

En virtud de la Ley de Arrendamientos Urbanos59 si únicamente uno de los 

convivientes es arrendatario y fallece, el otro podrá subrogarse en el contrato de 

arrendamiento situándose en la posición que ocupaba su pareja antes de fallecer y 

continuando con el contrato en las mismas condiciones. Para que pueda realizarse la 

subrogación de la pareja es necesario que haya convivido con el arrendatario los dos 

años anteriores a su fallecimiento al menos, salvo que tengan descendencia en 

común, en cuyo caso será suficiente con la mera convivencia. Algunas Comunidades 

Autónomas hacen alguna mención a este respecto en sus leyes autonómicas60, no 

obstante al tener la Ley de Arrendamientos Urbanos carácter estatal, podrá ser 

aplicada en todo el territorio independientemente de que no se regule este supuesto o 

incluso no haya regulación sobre la pareja de hecho. 

Podrá subrogarse, en caso de fallecimiento del arrendatario, la persona que 

hubiera venido conviviendo con el arrendatario de forma permanente en análoga 

relación de afectividad a la de cónyuge, con independencia de su orientación sexual, 
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 Ley 18/2001, de 19 de diciembre, de parejas estables. 
59

 Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos 
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 Comunidades autónomas como Baleares, Aragón o Cataluña. 
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durante, al menos, los dos años anteriores al tiempo del fallecimiento, salvo que 

hubieran tenido descendencia en común, en cuyo caso bastará la mera convivencia.61 

Para la subrogación es necesario realizar una notificación al arrendador por 

escrito en el plazo de tres meses desde el fallecimiento, junto con el certificado 

registral de defunción, identidad del subrogado y su parentesco con el fallecido 

ofreciendo, en su caso, un medio de prueba de que cumple los requisitos legales 

necesarios para subrogarse, de no ser así el arrendamiento se extinguirá. 

 

Cabe mencionar el caso de algunas Comunidades Autónomas que establecen 

además un derecho de alimentos a favor del conviviente supérstite a cargo de los 

bienes del caudal hereditario, este es el caso de Cataluña62. 

La Ley Catalana establece que en caso de defunción de uno de los 

convivientes el que sobreviva y fuera total o parcialmente mantenido por el por el 

premuerto durante el año anterior a su fallecimiento, si no tuviera medios económicos 

suficientes para mantenerse, tendrá derecho a percibir una pensión alimentaria a 

cargo de los herederos, este derecho tendrá una duración máxima de tres años. No 

obstante puede eliminarse este derecho mediante pacto en la constitución del régimen 

de convivencia y del mismo modo, se perderá el derecho en el caso de que pase a 

vivir maritalmente con otra persona durante el tiempo fijado o si ha obtenido alimentos 

de las personas obligadas a prestárselos. 

Este derecho deberá ser reclamado en el plazo de un año desde la extinción de 

la relación de convivencia por defunción. 

Para determinar tanto la cuantía como la duración de esta prestación se 

tendrán en cuenta diferentes factores, como son: el coste del mantenimiento, el tiempo 

en que el conviviente o convivientes supervivientes fueron mantenidos y el caudal 

relicto.63 Este derecho, puede resultar ciertamente curioso y del mismo modo 

controvertido, podemos encontrarnos con el supuesto de que los herederos 

(descendientes únicamente del fallecido, o ascendientes) deban prestar alimentos a la 

pareja del fallecido, esto puede causar ciertos conflictos legales. 
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 Articulo 16. Muerte del arrendatario. Apartado B. 
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 Articulo 231-31.  1. Durante el año siguiente al fallecimiento de uno de los cónyuges, el 
superviviente no separado judicialmente o de hecho que no sea usufructuario universal del 
patrimonio del premuerto tiene derecho a continuar usando la vivienda conyugal y a ser 
alimentado a cargo de este patrimonio, de acuerdo con el nivel de vida que habían mantenido 
los cónyuges y la importancia del patrimonio. Este derecho es independiente de los demás que 
le correspondan en virtud de la defunción del premuerto. 
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 Articulo 240-7.  Ley 25/2010, de 29 de julio, del libro segundo del Código civil de Cataluña, 
relativo a la persona y la familia. 
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Por lo tanto, a modo de resumen, podemos decir que es importante tener en 

cuenta que en caso de no encontrarnos en ninguna de las comunidades autónomas 

que hemos mencionado anteriormente y que establecen derecho de uso sobre la 

vivienda habitual puede suceder que, fallecido el propietario de la vivienda sin haber 

establecido vía testamento ningún derecho a favor de su pareja, ésta no tenga ningún 

tipo de potestad o derecho de uso sobre la vivienda, siendo la misma de los 

herederos. En consecuencia es importante una vez más regular este punto, bien vía 

testamentaria o bien mediante convenio.64 En el caso de arrendamiento la propia ley 

nacional ampara al conviviente reconociéndole ese derecho de subrogación, no 

obstante no hay que olvidar que para poder hacer efectivos este tipo de derechos es 

necesario cumplir los requisitos de constitución y convivencia previa ya que como 

veíamos es posible que debamos aportar medios probatorios adecuados para 

demostrar que tenemos potestad para ejercer ese derecho de subrogación. Además 

en función de la Comunidad Autónoma en que nos encontremos, como vimos, 

podremos tener otra serie de derechos como el derecho de alimentos o al ajuar 

doméstico.  

 

 

LA PAREJA DE HECHO Y LA PENSIÓN DE VIUDEDAD 

 

1. Planteamiento inicial 

Un aspecto importante, sobre el cual encontramos abundante jurisprudencia 

dentro de la problemática práctica de la pareja de hecho, es la pensión de viudedad.  

La pensión de viudedad es una prestación económica consistente en una 

pensión vitalicia concedida a aquellas personas que hayan tenido un vinculo 

matrimonial o formaran una pareja de hecho con la persona fallecida, esto siempre y 

cuando cumplan unos determinados requisitos.65 

El objeto de esta pensión no es otro que el de proteger la situación de 

necesidad económica ocasionada por el  fallecimiento de la persona que origina la 

prestación. Esta pensión tiene como beneficiarios, como decíamos, a aquellas 

personas que estuviesen unidas al fallecido bien por un vínculo matrimonial o bien por 
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 Este es el caso que puede darse en Comunidades Autónomas como Asturias o Madrid. 
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 Pagina web del Ministerio de Empleo y Seguridad Social.  www.seg-social.es  
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una pareja de hecho, siempre y cuando no hayan contraído posteriormente otro 

matrimonio. Por lo tanto podemos encontrarnos como beneficiarios de esta prestación 

al cónyuge, separados, divorciados y personas cuyo matrimonio fue declarado nulo o 

aquellos que fueran pareja de hecho en el momento del fallecimiento.66 

1.1 Aspectos generales de la prestación: 

La pensión se solicitará en cualquier momento posterior al fallecimiento, no 

obstante, cuando la solicitud se presente fuera de los tres meses siguientes al 

fallecimiento, la pensión se abonará con una retroactividad máxima de tres meses a la 

fecha de solicitud.  

Cuando la solicitud se presente dentro de los tres meses posteriores al 

fallecimiento la pensión se abonará: 

 Si el fallecido se encontraba en alta, en situación asimilada al alta o no alta, 

desde el día siguiente a la fecha del hecho causante. 

 Si el fallecido era pensionista, desde el día primero del mes siguiente a la fecha 

del hecho causante. 

 

1.2 Requisitos: 

Será necesario acreditar un período de cotización, que variará según la 

situación laboral del fallecido y de la causa determinante de la muerte. 

 En alta o situación asimilada al alta, 500 días dentro de un período 

ininterrumpido de 5 años inmediatamente anteriores al fallecimiento o 15 

años a lo largo de toda la vida laboral.  

 En no alta: 15 años a lo largo de toda la vida laboral.  

 Pensionistas: No se exige período de cotización. 

No se exige período previo de cotización, cuando la muerte se produce como 

consecuencia de accidente o enfermedad profesional. 
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 Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social. Artículo 174. 
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Además, será necesario acreditar unas condiciones específicas  en los 

supuestos de matrimonio, cuando el fallecimiento se debe a una enfermedad común 

anterior al vínculo matrimonial; de separación, divorcio y nulidad; de parejas de hecho. 

1.3 Compatibilidades e incompatibilidades67 

La pensión de viudedad puede ser compatible o incompatible con otras 

prestaciones, esquematizamos en este punto diferentes posibilidades: 

 La pensión será compatible con las rentas de trabajo del beneficiario y 

con las pensiones de jubilación e incapacidad permanente a que pudiera 

tener derecho. 

 Cuando el causante se encontrase en situación de no alta en la fecha del 

fallecimiento, la pensión de viudedad será incompatible con el 

reconocimiento de otra pensión de viudedad en cualquiera de los 

regímenes de la Seguridad Social, salvo que las cotizaciones acreditadas 

en cada uno de los regímenes se superpongan, al menos, durante 15 

años. 

 La pensión de viudedad que se mantenga, aunque se haya contraído 

nuevo matrimonio o constituido pareja de hecho, será incompatible con la 

nueva pensión de viudedad que pudiese generarse como consecuencia 

del fallecimiento del nuevo cónyuge o pareja de hecho, debiendo optar por 

una de ellas. 

Además de los requisitos generales que debe cumplir el causante, referentes al 

alta, afiliación y cotización, los beneficiarios deben acreditar otros requisitos 

específicos según su situación particular, estos serán analizados en detalle más 

adelante.68 

 

2. Situación de la Pareja de Hecho con anterioridad a la Ley 40/2007. 

Como punto de partida analizaremos, brevemente, la situación de la pareja de 

hecho con relación a la pensión de viudedad con anterioridad a la Ley 40/2007.  
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 Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social. Artículo 179. 
68

 BLANCO PÉREZ-RUBIO L. “Parejas no casadas y pensión de viudedad” ESTUDIOS 
TRIVIUM. Pags 56-61. 
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Debemos tener en cuenta que, en nuestro derecho con anterioridad al 2007 se 

venía manteniendo que las uniones de hecho no generaban derecho a pensión de 

viudedad a favor del conviviente supérstite negándosele la pensión de viudedad ante 

la muerte de su pareja. De esta forma nos encontramos con uniones que, habiéndose 

prolongado largo periodo de tiempo e, incluso, teniendo hijos comunes no generaban 

derecho a la pensión de viudedad para el miembro supérstite. 69 

Existe una doctrina jurisprudencial consolidada que establece que en materia 

de prestaciones de la seguridad social la legislación que resulta aplicable es aquella 

vigente en el momento de producirse el hecho causal de la prestación de que se trate. 

Teniendo en cuenta que el artículo 147 del TRLGSS70 únicamente atribuía el derecho 

a la pensión de viudedad a favor del cónyuge supérstite, si la pareja no se 

encontraban unidas por un vínculo matrimonial en el momento del fallecimiento del 

causante el supérstite no tenía derecho a pensión de viudedad.  

El Tribunal Supremo se pronunció en este sentido en la Sentencia de 19 de 

noviembre de 1998, señalando que la convivencia “more uxorio” no es asimilable en 

este sentido al matrimonio, ya que el artículo 160 de la LGSS únicamente concedía 

pensión de viudedad al cónyuge supérstite y la disposición adicional 10.2 de la ley 

30/1981 únicamente la concedía al conviviente que no pudo contraer matrimonio por 

impedirlo la legislación vigente hasta la ley 30/81 y siempre que el fallecimiento se 

produjera con anterioridad a dicha ley.71 

De este modo la única excepción que encontramos para conceder la pensión 

de viudedad era el caso de aquellas parejas que no habían podido contraer 

matrimonio antes del fallecimiento  por impedimento legal. Es decir, aquellas personas 

que no habían podido divorciarse de su anterior cónyuge72. La Sala 2ª del Tribunal 

Constitucional se pronunció a este respecto en la sentencia de 17 de septiembre de 

                                                           
69

 “Las parejas de hecho y la pensión de viudedad, a la luz de la reciente praxis judicial” 
ELDERECHO.COM. Antonio Alberto Pérez Ureña. Artículo publicado en la "Revista Derecho de 
Familia", el 1 de febrero de 2015. 
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 Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social. 
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 Sentencia del TS de 19 de noviembre de 1998 (EDJ 1998/33395): "…a efectos de causar la 

pensión de viudedad no es asimilable la convivencia "more uxorio" y el matrimonio, así lo ha 

declarado la Sala en sus sentencias de 20 de mayo y 29 de junio de 1992 y 10 de noviembre 

de 1993, en las que se interpreta en sus propios términos tanto el artículo 160 -hoy 174- de la 

LSS como la disposición adicional 10.2 de la ley 30/1981. Pues el primero solo concede 

derecho a la viudedad al "cónyuge supérstite" y la segunda sólo concede la pensión de 

viudedad al conviviente que no pudo contraer matrimonio con el causante por impedirlo la 

legislación vigente hasta la ley 30/81 y que el fallecimiento se produzca con anterioridad a la 

misma ley”. 
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 Antes de 1981, la legislación no permitía el divorcio. 
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2001, en este se caso reconoció el derecho de una mujer por entender que no había 

contraído matrimonio con su pareja por falta de libertad para ello en ese momento. El 

Tribunal entendió que al no darse las condiciones de libertad para contraer 

matrimonio, debe deducirse que quienes convivieron lo hicieron así por no gozar de 

libertad para contraer matrimonio por lo que se les debe reconocer los mismos 

derechos que hubieran tenido de haber contraído matrimonio.73 

 

3. Situación actual, a partir de la entrada en vigor de la Ley 40/2007. 

Nos centraremos ahora en la situación actual de la pareja de hecho con 

respecto a la pensión de viudedad, su regulación y requisitos. Con la evolución social y 

los nuevos modelos de familia la antigua redacción del artículo 174 del TRLGSS 

necesitaba ser modificada. La llegada de la Ley 40/2007 supuso esta novedad. 

El ámbito subjetivo de las personas beneficiarias de la pensión de viudedad se 

ha ampliado a determinadas parejas de hecho exigiéndose, eso sí, una serie de 

requisitos y condiciones. 

A este respecto es importante detenerse y hacer mención específica a la 

Sentencia del Tribunal Constitucional 40/2014 de 11 de marzo, en primer lugar 

respecto a qué uniones son aquellas generadoras del derecho a la pensión de 

viudedad, ya que el Tribunal Constitucional en esta sentencia se pronunció en el 

sentido de que, esta pensión de viudedad es en beneficio exclusivo de aquellas 

parejas que estén registradas o formalizadas por documento público al menos dos 

años antes del fallecimiento del causante y que además cumplan el requisito de 

convivencia.74 

En segundo lugar es importante destacar esta sentencia en tanto unificó la 

forma en la que debía de acreditarse la convivencia de la pareja en todo el territorio 
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 Sentencia del TC, Sala 2ª, de 17 de septiembre de 2001 (EDJ 2001/29647): declaró que el 
derecho de una mujer que convivió con su pareja durante cuarenta años sin contraer 
matrimonio canónico -único posible en el momento, por ser esto contrario a la ideología de su 
pareja-, a recibir la indemnización solicitada en virtud de la prisión sufrida por éste. 
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 “…la pensión de viudedad que la norma establece no es en favor de todas las parejas de 

hecho con cinco años de convivencia acreditada, sino en exclusivo beneficio de las parejas 

registradas al menos dos años antes del fallecimiento del causante (o que han formalizado su 

relación en documento público en iguales términos temporales) y que asimismo cumplan el 

aludido requisito de convivencia…”. 
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nacional. El artículo 174.3 de la LGSS75 exige que la pareja de hecho acreditase su 

existencia de la siguiente forma: 

“A efectos de lo establecido en este apartado, se considerará pareja de hecho 

la constituida, con análoga relación de afectividad a la conyugal, por quienes, no 

hallándose impedidos para contraer matrimonio, no tengan vínculo matrimonial con 

otra persona y acrediten, mediante el correspondiente certificado de 

empadronamiento, una convivencia estable y notoria con carácter inmediato al 

fallecimiento del causante y con una duración ininterrumpida no inferior a 5 años. La 

existencia de pareja de hecho se acreditará mediante certificación de la inscripción en 

alguno de los registros específicos existentes en las comunidades autónomas o 

ayuntamientos del lugar de residencia o mediante documento público en el que conste 

la constitución de dicha pareja. Tanto la mencionada inscripción como al formalización 

del correspondiente documento público deberán haberse producido con una 

anterioridad mínima de dos años con respecto a la fecha del fallecimiento del 

causante.” 

Esta sentencia declaró inconstitucional el párrafo de este artículo referido a que 

dicha acreditación se realizase conforme a su legislación específica en aquellas 

Comunidades Autónomas con derecho civil propio, ya que esto podía generar 

desigualdades teniendo en cuenta que dichos requisitos eran más o menos restrictivos 

en unas comunidades y otras. 

“En las comunidades Autónomas con Derecho Civil propio, cumpliéndose el 

requisito de convivencia a que se refiere el apartado anterior, la consideración de 

pareja de hecho y si acreditación se llevará a cabo conforme a lo que establezca su 

legislación específica.”76 

Siguiendo con este punto relativo a los requisitos exigibles, también se ha 

pronunciado a este respecto el TC en sentencias posteriores, apuntando que la 

exigencia de estos requisitos no supone un tratamiento desigual de las parejas de 

hecho ya que no se trata de conceder el derecho únicamente a unas parejas de hecho 

y no a otras, si no que, sólo aquellas que cumplen las exigencias legales pueden ser 

consideradas parejas de hecho a efectos de la ley. Los requisitos exigidos para ser 

beneficiario de la pensión de viudedad obedecen  al objetivo legítimo de proporcionar 

seguridad jurídica en el reconocimiento de pensiones y de coordinar internamente el 
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 Ley General de la Seguridad Social. 
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 Párrafo declarado inconstitucional y nulo por Sentencia (Sala Pleno) TC 40/2014, de 11 de 
marzo, con los efectos señalados en su fundamento jurídico 6. 
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sistema prestacional de la Seguridad Social. Se trata de constatar de forma idónea, 

necesaria y proporcionada el compromiso de convivencia entre dos miembros de una 

pareja de hecho. 77 

Vamos a centrarnos ahora en los requisitos y condiciones específicas 

establecidas en la ley y que le son exigidos al miembro supérstite de la unión de hecho 

para reconocerle el derecho a recibir la prestación. 

Como veíamos al principio de este apartado los requisitos que se exigen son 

de diferente naturaleza y relativos tanto al causante como al beneficiario. 

En primer lugar, al beneficiario de la pensión deberá acreditar una serie de 

requisitos relativos a la pareja que conformaba con el causante, como ya apuntamos 

anteriormente se trata de: que el fallecimiento es posterior al 1 de enero de 2008, que 

la pareja de hecho se encuentra inscrita en alguno de los registros específicos 

existentes en las Comunidades Autónomas o Ayuntamientos del lugar de residencia o 

la formalización de documento público en el que conste la constitución de dicha 

pareja, en ambos casos, con una antelación mínima de 2 años con respecto a la fecha 

del fallecimiento del causante. Deberá demostrarse además que ha habido 

Convivencia estable y notoria con carácter inmediato al fallecimiento del causante, con 

una duración ininterrumpida no inferior a 5 años. Que, durante el período de 

convivencia, ningún componente de la pareja estaba impedido para contraer 

matrimonio ni tenía vínculo matrimonial con otra persona.78 

En segundo lugar, encontramos requisitos de naturaleza económica que son los 

siguientes: 

                                                           
77

 Sentencias del TC, Sala 2ª, nº 51/2014, de 7 de abril (EDJ 2014/65795) y Sala 1ª nº 60/2014, 

de 5 de mayo (EDJ 2014/7658): “…a los efectos de la Ley, no son parejas estables que queden 

amparadas por su regulación las que no reúnan todos esos precisos requisitos, lo que supone 

una opción adoptada por el legislador a la hora de acotar el supuesto de hecho regulado que 

no resulta prima facie arbitraria o irracional…” “…la norma cuestionada responde a una 

justificación objetiva y razonable desde el punto de vista constitucional. En efecto, el requisito 

discutido para ser beneficiario de la pensión de viudedad obedece al objetivo legítimo de 

proporcionar seguridad jurídica en el reconocimiento de pensiones y de coordinar internamente 

el sistema prestacional de la Seguridad Social. La constitución formal, ad solemnitatem, de la 

pareja de hecho exigida en el párrafo cuarto del art. 174.3 LGSS no carece de una finalidad 

constitucionalmente legítima, en tanto que atiende a constatar, a través de un medio idóneo, 

necesario y proporcionado, el compromiso de convivencia entre los miembros de una pareja de 

hecho, permitiendo al legislador identificar una concreta situación de necesidad merecedora de 

protección a través de la pensión de viudedad del sistema de Seguridad Social. Además, esa 

exigencia formal favorece la seguridad jurídica y evita el fraude en la reclamación de pensiones 

de viudedad…”. 
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- Que sus ingresos, durante el año natural anterior al fallecimiento del causante, 

no alcanzaron el 50% de la suma de los propios y de los del causante habidos 

en el mismo periodo.79 

- De forma alternativa, que dicho porcentaje no supere el 25% en el caso de que 

no existan hijos comunes con derecho a la pensión de orfandad.80 

- Por último, que los ingresos del sobreviviente resulten inferiores a 1,5 veces el 

importe del SMI vigente en el momento del hecho causante81, incrementándose 

el límite indicado en 0,5 veces la cuantía del SMI vigente por cada hijo común, 

con derecho a la pensión de orfandad que conviva con el sobreviviente. A 

estos efectos se tiene por ingresos los rendimientos de trabajo y de capital así 

como los de carácter patrimonial, en los términos en que son computados para 

el reconocimiento de los complementos para mínimos de pensiones82. 

Nos ocupamos ahora más detenidamente en los requisitos que debemos acreditar 

relativos más concretamente a la pareja. 

1. Existencia de una relación análoga a la marital. 

Esto se traduce en que se dé una relación pública y notoria, quedando 

excluidas las basadas en relaciones ocultas y secretas, una convivencia 

secreta hace imposible su encuadre dentro del concepto de convivencia de 

hecho83. Además, es necesario que entre los miembros de la relación no exista 

causa de impedimento para contraer matrimonio, y ninguno de ellos tenga 

vínculo matrimonial con otra persona. 

2. La acreditación de la convivencia estable y notoria84 

Se precisa que la convivencia sea pública, notoria, en una patente “posesión 

de estado” que produzca verdadera apariencia jurídica por el trato e 

interferencia de relaciones económicas y sociales que puedan nacer.85 

En cuanto a la forma de acreditación de esta convivencia encontramos un  

sector doctrinal que sigue el tenor literal del precepto y sostiene que la única 

vía para acreditar la convivencia era mediante el certificado de 

empadronamiento. "es evidente que esta vía de constatación de la convivencia 

se configura como un requisito constitutivo del derecho que aquí se está 
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 Articulo 174, apartado 3º, párrafo 1. 
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 Articulo 174, apartado 3º, párrafo 2. 
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 Articulo 174, apartado 3º, párrafo 3 
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 BLANCO PÉREZ RUBIO L. “Parejas no casadas y Pensión de viudedad” ESTUDIOS 
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 PUIG PEÑA “Vida jurídica de las parejas no casadas”. 
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pidiendo sin que el legislador haya contemplado otras formas o vía de 

constatación, como pudieran ser las sentencias dictadas en procesos seguidos 

en reclamación de la pensión, antes de la reforma legal (habida cuenta de que 

el problema y la demanda social y problemática judicial era notoria, incluso a 

nivel constitucional). (...) Los datos del padrón municipal constituyen prueba de 

la residencia en el municipio y del domicilio habitual en el mismo de sus 

vecinos, teniendo las certificaciones que se emitan de dichos datos el carácter 

de documento público y fehaciente para todos los efectos administrativos 

(artículo 53 del R.D. 2612/1996 de 20 diciembre). Por otro lado, no hay que 

olvidar que, según el artículo 15 de la citada norma dispone que "toda persona 

que viva en España está obligada a inscribirse en el Padrón del municipio en el 

que resida habitualmente"86. 

Encontramos, por otra parte, pronunciamientos de otro sector doctrinal que 

defienden que el certificado de empadronamiento es uno más de los medios de 

prueba de esa convivencia y no el único.  “…el certificado de empadronamiento 

es un instrumento de prueba de la convivencia, no factor configurador del 

derecho, habiendo señalado esta Sala en sentencia de 22-4-09 (Rec. 541/09) 

que lo que exige la norma es acreditar una convivencia estable y notoria y para 

ello se regula o establece un medio probatorio privilegiado, pero ello no excluye 

su acreditación por otras vías, al igual que podrá acreditarse por otras vías que 

la convivencia no se produce a pesar del empadronamiento…”.87 

Pues bien, a este respecto se ha pronunciado el Tribunal Supremo en su 

Sentencia de 15 de marzo de 2011 (EDJ 2011/26085, dictada con motivo de un 

recurso de casación para la unificación de doctrina). En esta rechaza la 

interpretación según la cual el medio de prueba de la convivencia de hecho88 

es única y exclusivamente el certificado de empadronamiento municipal. El 

certificado de empadronamiento es un medio probatorio más, junto a otros 

posibles, como pueden ser la certificación de la inscripción en alguno de los 

Registros Específicos existentes en la Comunidad Autónoma o Ayuntamiento 

del lugar de residencia, o cualquier otro documento público en el que conste la 

constitución. 
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 Sentencia del TSJ Madrid, Sala de lo Social, sec. 4ª, nº 504/2010, de 26 de julio (EDJ 
2010/172614) 
87

 Sentencia del TSJ Castilla y León (sede Valladolid), Sala de lo Social, sec. 1ª, nº 2098/2010, 
de 19 de enero (EDJ 2011/21213) 
88

 More uxorio 
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“La cuestión debatida es la de si la acreditación de la existencia de pareja de 

hecho, a los efectos de obtener una pensión de viudedad, solamente es posible 

hacerla a través del certificado de empadronamiento, como podría 

desprenderse de una cierta interpretación del vigente artículo 174.3 de la LGSS 

o si, por el contrario, puede acreditarse mediante otros medios de prueba 

admisibles en Derecho, especialmente de carácter documental, y con fuerza 

suficiente como para llevar a la Entidad Gestora o, en su caso, al juzgador a la 

convicción de la existencia de la pareja de hecho con la duración requerida por 

la norma. (…).La solución jurídicamente correcta es la de la sentencia de 

contraste, a saber, que la convivencia more uxorio debe poder acreditarse 

mediante otros medios de prueba admisibles en Derecho y no exclusivamente 

mediante el certificado de empadronamiento.” 

3. La acreditación de la existencia de la pareja de hecho89 

En cuanto a la forma de acreditar que efectivamente existe esa pareja de 

hecho, también encontramos aquí dos vertientes distintas. Por un lado 

encontramos resoluciones que han exigido la concurrencia alternativa de la 

inscripción de la pareja, bien en alguno de los registros de parejas de hecho 

existentes en las Comunidades Autónomas o Ayuntamientos, o bien en 

documento público, junto con el requisito de  convivencia. 

“…los términos de la norma no dejan lugar a dudas de que son requisitos 

acumulativos, y por tanto, el requisito de constitución formal como pareja de 

hecho, en los casos de fallecidos a partir del 1 de enero de 2008, es diferente 

al de la convivencia y resulta imprescindible para tener derecho a la pensión, 

de suerte que no tienen esta protección las parejas de hecho "puras", que no 

se han constituido como tales en la forma legalmente prevista para quedar 

sujetas al régimen jurídico propio de éstas…”.90 

Por el contrario, otra corriente doctrinal ha estimado que las exigencias legales 

deben ser entendidas de forma no tan estricta, así la Sentencia del TSJ 

Baleares de 18 de febrero de 2010 entendió que la pareja de hecho, no puede 

estar sometida a los mismos requisitos constitutivos que el matrimonio. La 

inscripción o la constitución mediante documento público sólo pueden tener 
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 174.3 TRLGSS “La existencia de pareja de hecho se acreditará mediante certificación de la 
inscripción en alguno de los registros específicos existentes en las comunidades autónomas o 
ayuntamientos del lugar de residencia o mediante documento público en el que conste la 
constitución de dicha pareja…”.  

 
90

 Sentencia del TSJ Asturias, Sala de lo Social, sec. 1ª, nº 2139/2010 (EDJ 2010/161932) 
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valor "ad probationem", al igual que la inscripción del matrimonio.91 También la 

Sala 4º del  Tribunal Supremo se pronunció en este sentido “…es claro que la 

existencia de una pareja de hecho puede acreditarse de muy diferentes 

maneras o a través de muy diversos instrumentos probatorios que, por otra 

parte, pueden no ser exactamente coincidentes en todo el territorio español, 

dada la especificidad de determinadas Comunidades Autónomas a cuya 

normativa propia se refiere también el artículo 174.3 de la LGSS…”. Lo que 

supone que la acreditación de la convivencia sería suficiente para demostrar la 

existencia de dicha relación, sin necesidad de inscripción. 

Pues bien, esta cuestión fue zanjada por el Tribunal Supremo que se pronunció 

en el sentido de que los requisitos legales de "existencia de pareja de hecho" y 

de "convivencia estable y notoria”, establecidos en el art. 174.3 TRLGSS son 

distintos, y deben concurrir ambos para el reconocimiento del derecho a 

pensión a favor del sobreviviente. De éste modo, la inscripción de la pareja en 

alguno de los Registros es constitutiva del nacimiento de la prestación, no 

bastando la mera solicitud de inscripción.92 

4. Duración de la pareja de hecho 

Como veíamos a la pareja de hecho se le exigen además unos periodos de 

convivencia previa para acceder a la pensión de viudedad. Es necesario que 

esa “comunidad de vida” se prolongue en el tiempo de manera continua y 

permanente, con cierta estabilidad y duración. 

En primer lugar la inscripción en el registro o la formalización en documento 

público de la pareja de hecho sólo surten efectos cuando se producen con una 

antelación mínima de dos años con respecto a la fecha del fallecimiento del 

causante.93  

Por otra parte, deberá demostrarse, a través del pertinente certificado de 

empadronamiento, que había convivido con el causante de forma estable, 

ininterrumpida y notoria durante los cinco años inmediatamente anteriores al 

fallecimiento. En este sentido se pronuncia el Tribunal Supremo94 "…cosa 

distinta es que, una vez acreditada la existencia de la pareja de hecho, la 
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 EDJ 2010/53996 
92

 Sentencia del Tribunal Supremo Sala 4ª, de 21 de febrero de 2012 (EDJ 2012/48602) 
93

 La Sentencia del TS, Sala 4ª, de 28 de noviembre de 2011 (EDJ 2011/306729), destacó la 
existencia de una excepción ya que no es exigible el plazo de dos años de inscripción registral 
o documento público de constitución de la pareja de hecho, si el fallecimiento se ha producido 
antes de que transcurra dos años desde la entrada en vigor de la Ley 40/2007, es decir, si el 
hecho causante ha sido anterior a 1 de enero de 2010. 
94

 Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 4ª, sec. 1ª, de 15 de marzo de 2011 (EDJ 2011/26085) 
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normativa de Seguridad Social exija que la misma haya durado al menos cinco 

años (o seis años para los supuestos de fallecimiento del causante anterior al 1 

de enero de 2008) para que el sobreviviente pueda lucrar la pensión de 

viudedad. Se trata simplemente de un período de carencia -en el sentido más 

propio de la expresión, que no es equivalente a período mínimo de cotización- 

pero nunca de un requisito de existencia de la pareja de hecho en sí misma 

considerada. Y, una vez acreditada la existencia de la pareja de hecho, su 

duración se verifica por el mero transcurso del tiempo, mientras la pareja de 

hecho no haya dejado de existir por cualquiera de las causas de separación 

que el ordenamiento jurídico prevea al respecto…". Otra cuestión a plantearse 

sería la relativa a la acreditación de ese periodo de carencia95 

4. Supuestos especiales. 

No obstante todo lo dicho anteriormente, encontramos ciertos supuestos que 

por lo excepcional de sus circunstancias no siguen exactamente el funcionamiento 

expuesto hasta ahora. 

Nos referimos, más concretamente, a aquellos supuestos en que la muerte del 

causante se produce a causa de un atentado terrorista. 

El primero de esos supuestos excepcionales en que vamos a detenernos es 

relativo a las víctimas del atentado terrorista del 11 de marzo de 2004, recordemos 

que estamos en un momento anterior a la entrada en vigor de la ley 40/2007 por lo 

que, por aquel entonces, únicamente el cónyuge supérstite podía ser beneficiario de 

esta prestación. En aquel momento no permitía el acceso de las parejas de las 

víctimas de los atentados al derecho a la prestación, no obstante sí que les fueron 

concedidas las ayudas a víctimas y afectados del atentado terrorista igualándolas, en 

este sentido, con el matrimonio. Mediante resolución de la Secretaría de Estado de 25 

de agosto de 201496, se reconoció a estas uniones el derecho a percibir las ayudas. 
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 En este sentido, según la STS, Sala 4ª, de 12 de noviembre de 2010 (EDJ 2010/259152), 

podría decirse que se puede acreditar mediante cualquier medio de prueba admisible en 

Derecho, especialmente de carácter documental, que tenga entidad suficiente para llevar a la 

Entidad Gestora o, en su caso, al juzgador a la convicción del cumplimiento de ese requisito, y 

no exclusivamente mediante el certificado de empadronamiento en el mismo domicilio de los 

componentes de la pareja. 
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 Resolución de 25 de agosto de 2014, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales e 

Igualdad, por la que se convoca para el año 2014, la concesión de ayudas económicas con 
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Se entenderá por afectado, a los solos efectos de las ayudas económicas 

establecidas en la presente resolución, aquellas personas que tengan vinculación con 

una víctima del atentado del 11-M hasta el segundo grado de consanguinidad o 

afinidad con la misma. A estos efectos, tienen la misma consideración que las 

personas con vínculo matrimonial, las parejas de hecho que hubieran venido 

conviviendo durante los veinticuatro meses anteriores a la fecha de publicación de la 

presente resolución, salvo que hubieran tenido descendencia en común, en cuyo caso 

no se exigirá ningún periodo de convivencia.97 

Por su parte la Ley de solidaridad con las víctimas de terrorismo98 sí que las 

reconoce en este sentido. La ley establece que en caso de fallecimiento será 

beneficiario el cónyuge no separado legalmente o, en su caso, la persona que hubiera 

venido conviviendo con la victima de forma permanente con análoga relación de 

afectividad a la del cónyuge durante al menos los dos años anteriores al momento del 

fallecimiento, salvo que hubieran tenido descendencia en común, en cuyo caso 

bastará la mera convivencia. Esta ley únicamente regula las indemnizaciones que se 

reconocen a los damnificados por los actos terroristas en concepto de responsabilidad 

civil. Por lo tanto en este caso las parejas supérstites de las víctimas del atentado no 

fueron beneficiarios de la pensión de viudedad. 

Por otra parte cabe mencionar el Real Decreto 851/1992, de 10 de julio, por el 

que se regulan determinadas pensiones extraordinarias causadas por actos de 

terrorismo. En su titulo 1 regula las pensiones extraordinarias en el régimen de clases 

pasivas del estado, derivadas de actos de terrorismo. En él se regulan las pensiones 

atribuidas a favor de víctimas de actos de terrorismo a sus familiares en caso de 

fallecimiento, no obstante se refiere únicamente aquellos casos en que la víctima es 

un funcionario del estado. Establece que será beneficiario de las mismas el cónyuge 

                                                                                                                                                                          
cargo al Fondo de Ayuda a las víctimas y afectados del atentado terrorista del 11 de marzo de 
2004. 
97

 Artículo 4. Beneficiarios. 
Podrán ser beneficiarios de las ayudas económicas reguladas en la presente resolución, las 
víctimas y afectados por el atentado terrorista del 11-M. 
La condición de beneficiario se acreditará de la siguiente manera: 
a) La condición de víctima se acreditará mediante el correspondiente reconocimiento del 
Ministerio del Interior. 
b) Se entenderá por afectado, a los solos efectos de las ayudas económicas establecidas en la 
presente resolución, aquellas personas que tengan vinculación con una víctima del atentado 
del 11-M hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad con la misma. A estos efectos, 
tienen la misma consideración que las personas con vínculo matrimonial, las parejas de hecho 
que hubieran venido conviviendo durante los veinticuatro meses anteriores a la fecha de 
publicación de la presente resolución, salvo que hubieran tenido descendencia en común, en 
cuyo caso no se exigirá ningún periodo de convivencia. 
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 Ley 32/1999de 8 de octubre de solidaridad con las victimas de terrorismo. 
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del causante fallecido, siempre que no esté separado legalmente, o la persona que se 

encontrase unida al causante en el momento de su fallecimiento, formando una pareja 

de hecho, en los términos y condiciones que se establecen en el artículo 38.4 y 5 del 

Texto Refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado.99 

Como vemos a día de hoy ante un supuesto de víctimas de atentados 

terroristas, como pareja de hecho tendríamos dos posibilidades de acceder a la 

prestación, la primera de ellas por la vía de la ley 40/2007 o, en caso de tratarse de un 

funcionario público, por la vía de este Real Decreto 851/1992. 

 

HIJOS DE LA PAREJA DE HECHO 

Llegados a este punto, vamos a detenernos para ver qué es lo que sucede en 

el caso de aquellas parejas con descendencia. Veamos la situación de esos hijos 

habidos en la pareja de hecho ante el fallecimiento de uno de sus padres.  

Como sabemos a la hora de formar una familia, en cuanto a la forma de 

establecer la relación afectiva, podemos optar por la unión de hecho o por el 

matrimonio y como hemos estado estudiando a lo largo de todo este trabajo esta 

decisión va a conllevar una serie de consecuencias legales. Pues bien, de cara al 

tema que nos ocupa en este punto concreto debemos tener en cuenta que respecto a 

los hijos, sean adoptados o biológicos, no hay diferencias frente a la ley en función del 

tipo de relación que une a los padres. Los hijos tendrán, los mismos derechos 

independientemente de que exista o no una pareja de hecho, por lo que las diferencias 

que pueda haber para esta institución nunca afectaran a los derechos de los menores. 

Por esta razón, no hay mucho que resaltar sobre este punto, en este apartado 

explicaremos brevemente cuáles son los derechos hereditarios de los que disponen 

los hijos y posteriormente nos detendremos en el aspecto que más particularidades 

presenta en este asunto, la filiación. Resulta interesante pararse brevemente ante este 

tema por la importancia que tiene con respecto a la familia, aunque nos salgamos del 

tema propio del trabajo. 

En el caso de uno de los progenitores fallezca, los derechos sucesorios de los 

hijos se basarán en su derecho a la legítima al igual que el resto de descendientes, se 

trata de un tercio que se distribuye a partes iguales entre ellos. Por otro lado 

encontramos el derecho al tercio de mejora que no tiene por qué distribuirse a partes 

iguales sino que puede destinarse a algún descendiente en mayor proporción. En caso 
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de inexistencia de testamento serán los hijos quienes hereden y mediante testamento 

podrá establecerse las disposiciones que se estimen oportunas respetando siempre 

esa legítima de los descendientes. Estos son a grandes rasgos los derechos 

hereditarios de los hijos y son así sea cual sea la relación de los progenitores ya que 

los intereses y derechos de los menores son aspectos protegidos de forma 

independiente, por lo que vemos no hay particularidad alguna en cuanto a los 

derechos sucesorios por de los hijos en función del tipo de relación que una a los 

padres. 

 

No obstante sí que hay ciertas particularidades en cuanto a los hijos en función 

de si estos son fruto de un matrimonio u otro tipo de relación, en nuestro caso, la 

pareja de hecho y como decía anteriormente, si bien no es propiamente del tema que 

nos ocupa me parece interesante plantearlo y matizarlo. 

El primer aspecto a tener en cuenta es que cuando hablamos de hijos nos 

referimos tanto a los biológicos como a los adoptivos. 

En nuestro derecho, a día de hoy, todos los hijos tienen los mismos derechos, 

por lo que no van a estar menos protegidos los hijos de una pareja de hecho que los 

de un matrimonio, y viceversa.  No encontramos grandes diferencias, y las existentes 

son más bien de carácter formal.  

En cuanto a la determinación de la filiación100, en primer lugar existe lo que 

nuestro Código Civil denomina filiación por naturaleza101, esta filiación puede ser 

además matrimonial o no matrimonial. Además de esta filiación por naturaleza existe 

también la filiación adoptiva. Esta deriva de la tramitación administrativa y judicial que 

otorga la condición de padres a unas personas distintas de las biológicas. 

 

Sobre la filiación por naturaleza, en nuestro derecho existen ciertas formas 

de determinación de la filiación dentro del matrimonio como la inscripción del 

nacimiento junto con la del matrimonio de los padres en el Registro Civil o por 

sentencia firme pero además nuestro Código Civil establece una serie de 

presunciones para establecer la paternidad cuando existe o ha existido un matrimonio 

                                                           
100

 La filiación es la determinación de que una persona es progenitora de otra, es decir, el 
vínculo que relaciona a una persona con sus dos progenitores o con uno de ellos. La relación 
entre padres e hijos. 
101

 Ésta deriva de un hecho biológico, es decir, que una persona haya sido engendrada por 
otra. 
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entre los progenitores. Estas presunciones abren la posibilidad de determinar la 

paternidad en determinados supuestos102. 

 

Cuando los padres no están casados la filiación precisa diferentes medios para 

su determinación y no será posible establecerla sobre la base de de esas 

presunciones que mencionabas anteriormente. La filiación no matrimonial podrá 

determinarse bien por el reconocimiento103 que puede efectuarse ante el encargado 

del Registro Civil, por testamento o en otro documento público, por resolución que 

recaiga tras la tramitación de un expediente que se realiza según los tramites de la 

normativa que regula el Registro Civil o por sentencia firme de un órgano judicial tras 

la celebración del procedimiento correspondiente. 

 

Por lo tanto podemos ver que, como decíamos, las diferencias que existen son 

relacionadas con el procedimiento para determinar la filiación. Una vez que se genera 

la relación de paternidad o maternidad los derechos y obligaciones entre padres e 

hijos son los mismos independientemente del tipo de relación de los padres. 

 

En el caso de la adopción, el acceso a ella no es idéntico para matrimonios y 

parejas de hecho. 104 

 

A día de hoy, la adopción dentro del matrimonio está abierta a todas las parejas 

sin diferencia alguna. No obstante las parejas de hecho aún no han logrado una 

igualdad total, pues solo alguna Comunidades Autónomas permiten la adopción en 

caso de parejas de hecho del mismo sexo, mientras que para aquellas formadas por 

personas de distinto sexo está permitido en todo el territorio nacional. Este aspecto 

nos muestra una vez más la necesidad de una regulación a nivel estatal ya que lo que 

supone es una gran diferencia en función de la Comunidad Autónoma en que nos 
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 Estas presunciones permiten prueba en contrario, por lo que, cabria la posibilidad de 
acreditar que el marido de la madre no es el padre. 
103

 El reconocimiento del hijo es una declaración por la cual una persona afirma la paternidad 
sobre otra. En un acto personal, voluntario y que no puede revocarse posteriormente. Pueden 
hacerlo conjuntamente ambos progenitores, si lo hacen por separado quien lo efectué no 
puede manifestar la identidad del otro, salvo que ya se encentre legalmente determinada su 
filiación. Este reconocimiento deberá hacerse ante el encargado del Registro Civil, por 
testamento o documento público, de lo contrario dicha declaración no servirá como 
reconocimiento

103
. 

104
 En un principio, la adopción únicamente estaba prevista para el matrimonio y las parejas 

homosexuales no tenían acceso a este. Si bien era posible la adopción individual realizada por 
solo uno de los miembros de la pareja. Lo que esto suponía es que en caso de si el adoptante 
faltaba o la pareja rompía el otro miembro no tenía ningún tipo de derecho en relación al 
menor.  
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encontremos y del hecho de que algunas cuentan con competencias en materia civil y 

otras no. 

 

Otro aspecto en el que es interesante detenerse, a mi juicio, es la fecundación 

post mortem. Ésta consiste en la posibilidad de que la esposa o la compañera del 

varón fallecido pueda utilizar el semen de este último, o los embriones originados in 

vitro con los gametos de ambos con el fin de engendrar un hijo. Pensemos en aquella 

pareja que decide someterse a un procedimiento de fecundación y durante el proceso 

el barón fallece, que sucede en primer lugar con el material genético almacenado para 

dicho procedimiento y en segundo lugar con el hijo habido del mismo. La filiación de la 

descendencia surgida a partir de esta práctica tiene mucha importancia ya que habrá 

que determinar si el hijo lo será también del padre difunto.  

En nuestro ordenamiento se regula la reproducción artificial post mortem en el 

artículo 9 de la Ley 35/1988 de 22 de noviembre sobre Técnicas de Reproducción 

Asistida y posteriormente en el artículo 9 de la Ley 14/2006 de 26 de mayo sobre 

Técnicas de Reproducción Humana Asistida. En los párrafos 2º y 3º de este artículo 

que se levanta excepcionalmente la prohibición de la fecundación post mortem, 

permitiendo la utilización del material genético del varón fallecido, si existe 

consentimiento del mismo y éste se realiza dentro de un límite temporal. El artículo 9 

establece en su apartado 3º que “el varón no unido por vínculo matrimonial podrá 

hacer uso de la posibilidad prevista en el apartado anterior; dicho consentimiento 

servirá como título para iniciar el expediente del apartado 8 del artículo 44 de la Ley 

20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, sin perjuicio de la acción judicial de 

reclamación de paternidad.” Es decir los requisitos exigidos para que, fallecido el 

varón, la mujer pueda seguir adelante con el procedimiento de fecundación son 

iguales para matrimonio y pareja de hecho, es decir, consentimiento y plazo. No 

obstante el problema se nos plantea de cara a la determinación de la filiación en este 

caso, ya que si la madre es inseminada con esperma de su compañero more uxorio 

fallecido, estaremos ante una filiación extramatrimonial, en tanto el hijo  ha sido 

procreado post mortem con gametos procedentes de individuos que  no estaban 

unidos en matrimonio. Ahora bien, este consentimiento del fallecido, no implica de 

forma automática la determinación de la filiación, sino que dicho consentimiento 

otorgado en forma y plazo, sirve como título para iniciar un expediente del articulo 49 

conforme a la Ley de Registro Civil de 8 de junio de 1957y poder así declarar la 

filiación paterna del varón conviviente mediante resolución recaída en dicho 

expediente. Esta forma de filiación a través de expediente es una forma subsidiaria en 
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nuestro derecho que opera en defecto de un reconocimiento formal105. Parece que, en 

caso de que parte interesada o el Ministerio Fiscal mostrase oposición, en el 

expediente ese hijo tendría la posibilidad de ejercer la acción de reclamación judicial 

de la paternidad106. Por lo que, como vemos no se ha equiparado en la ley la 

determinación de la filiación en el caso del marido y del compañero fallecido107, ya que 

en el caso de que una mujer sea inseminada con el esperma de su marido fallecido el 

consentimiento otorgado por este ya implica de manera automática la determinación 

de la filiación matrimonial, tal como está establecido en el artículo 9.2 de la Ley 

14/2006, que dispone “…el marido podrá prestar su consentimiento, en el documento 

a que se hace referencia en el artículo 6.3, en escritura pública, en testamento o 

documento de instrucciones previas, para que su material reproductor pueda ser 

utilizado en los 12 meses siguientes a su fallecimiento para fecundar a su mujer. Tal 

generación producirá los efectos legales que se derivan de la filiación matrimonial.”  

 

 Como vemos, aunque los requisitos para llevar a cabo la inseminación son los 

mismos para matrimonio y pareja de hecho, a la hora de determinar la filiación de ese 

hijo, lo que es a mi juicio lo más importante para la seguridad y bienestar del menor, 

en el caso de la pareja de hecho nos encontramos con la necesidad de llevar a delante 

un expediente judicial.108 

 

CONCLUSIONES 

Una vez nos hemos adentrado en la regulación estatal relativa a las Parejas de 

Hecho, y tenemos una visión más o menos clara de cuál es la situación del conviviente 

supérstite ante el fallecimiento de su pareja, podemos extraer ciertos aspectos 

determinantes y conclusiones que nos permitan entender claramente el fenómeno ante 

el cual nos encontramos. 

 Primero. En el derecho Español, existe una laguna legislativa en lo que a la 

pareja de hecho se refiere. Nuestro ordenamiento jurídico carece de una ley única y 

aplicable a nivel estatal relativa a las uniones de hecho. Dicha laguna legislativa se ha 

tratado de suplir por algunas Comunidades Autónomas, en muchas ocasiones con 
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clara falta de competencia normativa para ello. Esto genera en la sociedad 

desconocimiento acerca de esta institución con la consecuente inseguridad jurídica 

para los ciudadanos. 

Segundo. En materia de derecho sucesorio, nuestro Código Civil nada regula 

acerca de las Uniones de Hecho, por lo que para conocer de qué derechos 

hereditarios dispone el conviviente supérstite debemos acudir a las Leyes 

Autonómicas para ver que regulan al respecto. Podemos encontrarnos con 

Regulaciones Autonómicas muy diversas, en función de que éstas dispongan o no de 

competencias en materia civil y de que disponiendo de ella hayan decidido regular 

sobre la materia sucesoria en mayor o menor medida. En este sentido contamos con 

CC.AA. en las que prácticamente se equiparan matrimonio y pareja de hecho, otras 

donde se le otorgan ciertos derechos aunque distintos a los de un matrimonio, 

aquellas en que apenas se regula algún aspecto sobre la materia y otras donde no 

existe regulación alguna. De este modo, mientras en CC.AA. como Galicia el 

conviviente supérstite contaría con los mismos derechos que cualquier cónyuge viudo, 

si nos encontramos en otra CC.AA. como Madrid, a falta de testamento el miembro 

supérstite no tendría ningún tipo de derecho sucesorio. 

Tercero. En cuanto a la vivienda habitual de la pareja la situación no varía 

demasiado. En caso de que ésta fuera propiedad de ambos el miembro supérstite será 

propietario de su mitad por derecho propio109 como cualquier copropiedad, por lo que 

deberemos acudir a la ley autonómica correspondiente para ver que regula en relación 

a la mitad del fallecido. En el caso de que la vivienda sea propiedad exclusiva del 

fallecido algunas CC.AA. otorgan al conviviente un derecho de uso de dicha vivienda 

por un periodo de tiempo determinado, en caso contrario únicamente tendrá derechos 

sobre la vivienda si así se dispone por vía testamentaria. Diferente es el caso de la 

vivienda en régimen de arrendamiento ya que la Ley de Arrendamientos Urbanos 

establece derecho de subrogación en el contrato de arrendamiento a favor de la pareja 

al igual que al cónyuge. En algunas comunidades autónomas se establece junto con el 

derecho al uso de la vivienda el derecho al ajuar doméstico e incluso un derecho a la 

percepción de alimentos a cargo de la herencia en CCAA como Cataluña. 

Cuarto. En el caso de la Pensión de Viudedad la situación legislativa cambia, 

ya no estamos a merced de la existencia de regulación autonómica, pues se trata de 

una prestación de carácter estatal. Se establece como beneficiario de esta prestación 

a aquellas personas que estuviesen unidas al fallecido bien por un vínculo matrimonial 
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o bien por una pareja de hecho. No obstante para poder ser beneficiario de esta 

prestación es necesario cumplir con una serie de requisitos que en el caso de la pareja 

de hecho son especialmente estrictos, por lo que es muy importante cerciorarse de 

que efectivamente cumplimos con ellos, no solo aquellos de carácter económico, sino 

también aquellos relativos a la pareja como puede ser la convivencia efectiva, probada 

mediante empadronamiento. Estos requisitos deben tenerse muy presentes ya que 

revisten gran importancia, prueba de ello es la numerosa jurisprudencia con la que 

contamos al respecto. 

Quinto. En relación a los derechos sucesorios de los hijos habidos en la pareja 

de hecho, cabe decir que, en nada les afecta la relación que una a sus progenitores. Si 

bien un supuesto que puede resultarnos llamativo es la fecundación post mortem, ya 

que, si bien la ley no distingue entre pareja de hecho o matrimonio en lo que al acceso 

al procedimiento se refiere sí que encontramos mayores trabas a la hora de determinar 

la filiación de ese hijo, mientras para el matrimonio el consentimiento del varón a la 

utilización de su material genético ya supone la determinación automática de la 

filiación, en el caso de la pareja de hecho nos servirá como título para iniciar un 

expediente judicial de filiación. 

 

Ante este panorama legislativo es comprensible el desconocimiento de esta 

institución por parte de la sociedad y la problemática que plantea en el ejercicio de la 

abogacía. Tal como está la situación actual de la pareja de hecho en nuestro país 

únicamente cabe apelar a la capacidad de previsión de estas parejas para regular su 

relación. No olvidemos que contamos con la posibilidad de celebrar convenios 

reguladores para asentar las bases y los aspectos más importantes de la vida en 

pareja. En cuanto a la materia que nos ocupa, a mi parecer, sería básica la 

elaboración de disposiciones testamentarias en las cuales se dote a la pareja de 

aquellos derechos de carácter hereditario y sobre la vivienda que consideremos 

necesarios para dejarla protegida en la medida de los posible en caso de fallecimiento.  

Otro punto esencial a tener en cuenta son los requisitos que la ley exige para 

ser beneficiario de la pensión de viudedad, es importante conocer esos requisitos y 

nuestra situación concreta para evitar problemas llegado el momento. Debemos tener 

en cuenta que se nos va a requerir el cumplimiento de determinadas condiciones 

sobre diversos puntos relativos a la pareja y debemos contar con medios probatorios 

en los que apoyar nuestro derecho.  
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En palabras del Magistrado y Catedrático Don Eduardo Serrano Alonso: 

“lamentablemente el legislador nacional no ha encontrado momento oportuno para 

elaborar una ley que contemple estas uniones de una manera uniforme. Las personas 

pueden seguir queriendo vivir juntas sin celebrar un matrimonio y las uniones de hecho 

siguen existiendo en los mismos términos que lo hacían hasta ahora. La pasividad o 

indolencia del legislador nacional que no ha sido capaz de elaborar una ley de ámbito 

estatal que regule las Uniones de Hecho, explica que hayan sido las Comunidades 

Autónomas las que han asumido la tarea de colmar la falta de regulación. Dicha 

opción no es buena ya que ha dado lugar a una diversidad legislativa con efectos 

distintos para esas uniones según la Comunidad Autónomas en que se constituye, lo 

que está en contra del principio de igualdad entre los españoles”.110   

A día de hoy y mientras nuestro legislador no elabore una regulación al 

respecto, son las propias parejas las que deben tratar de regular su relación para 

evitar quedar a expensas de lo que su ley autonómica pueda o no regular. 

Debemos tener en cuenta que en nuestro país esta es una institución 

relativamente joven que aún no está totalmente asentada legislativamente hablando, 

no obstante si nos paramos a observar la evolución que esta institución ha tenido en 

otros países de la unión europea donde está más asentada y ha tenido un mayor 

recorrido legislativo, veremos que hay cierta tendencia por parte de algunos 

legisladores de regular esta institución partiendo de la base de que quien quiera los 

efectos propios del matrimonio y pueda casarse debe casarse, este es el modelo 

legislativo que se conoce como “Modelo Escandinavo”111  se trata de ir dotando de 

derechos a la pareja de hecho hasta dejarla en una posición casi paralela a la del 

matrimonio en cuanto a regulación112 mediante la elaboración de un reglamento 

propio. 
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Partiendo de la base de que en nuestro país todo aquel que puede casarse 

puede establecer una pareja de hecho carecería de sentido tener dos instituciones de 

idéntico contenido y distinta denominación. Actualmente quien decide no contraer 

matrimonio lo hace libremente, bien porque sea él o ella mismo quien no desea 

contraerlo, bien porque, a pesar de sí desear contraer matrimonio, se ha unido, de 

nuevo libremente, a una persona que no quiere casarse. Si el legislador y o la 

jurisprudencia imponen la regulación del matrimonio cuando se ha declarado la 

voluntad de no adherirse a dicha institución, se estaría conculcando esa libertad de 

opción y decisión de los miembros de la pareja, lo cual podría calificarse de 

inconstitucional.113   

A la vista está la necesidad de elaborar una ley estatal sobre parejas de hecho 

que regule sus aspectos básicos, decidir y asentar el concepto de pareja de hecho, 

dotarlo de unos derechos, obligaciones y garantías concretas y regularlo desde su 

constitución a su ruptura.  
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